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La evolución de la matriz de riesgo en la contratación estatal frente a los 
contratos de infraestructura vial en Colombia, mediante el desarrollo de una 
metodología de tipo descriptivo, y bajo el procedimiento cualitativo de 
revisión documental y normativo, pretendió establecer, mediante la reflexión 
y análisis, la evolución y aplicación de la matriz de riesgo en la contratación 
pública al igual que su incidencia sobre imprevistos en obras de 
infraestructura vial en Colombia. Para ello se realiza un recorrido sobre los 
antecedentes normativos e investigativos de la evolución del riesgo, hasta 
llegar a los requerimientos contemplados en el Manual para la identificación y 
cobertura del riesgo en los procesos de contratación, publicado por Colombia 
Compra Eficiente (2016), en el cual se aplica la matriz de riesgos. Así mismo, 
se realiza un análisis documental sobre los principales riesgos e imprevistos 
que se presentan en las diferentes etapas del proceso de contratación de 
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infraestructura vial en Colombia, y la forma como se han afrontado estos 
imprevistos, encontrando que la gestión y la matriz de riesgos e imprevistos 
en la infraestructura vial en Colombia ha sufrido grandes e innovadoras 
modificaciones normativas que reducen sobrecostos, los cuales exigen 
mayor cumplimiento y responsabilidad tanto para el contratista como para la 
administración, aun así se presentan omisiones que traen como 
consecuencias sobrecostos en el presupuesto público, demoras en las 
entregas y baja calidad en las obras viales. 
 
Palabras clave  
 





The evolution of the risk matrix in state contracting versus road infrastructure 
contracts in Colombia, through the development of a descriptive methodology 
and under the qualitative documentary and regulatory review procedure, 
sought to establish through reflection and analysis, the evolution and 
application of the risk matrix in public procurement as well as its incidence on 
unforeseen events in road infrastructure works in Colombia. To do this, it 
takes a tour of the normative and investigative background of the evolution of 
risk until it reaches the requirements contemplated in the Manual for the 
identification and coverage of risk in contracting processes, published by 
Colombia Compra Eficiente (2016), in which applies the risk matrix. Likewise, 
a documentary analysis is carried out on the main risks and unforeseen risks 
that arise in the different stages of the contracting process of road 
infrastructure in Colombia and the way in which these contingencies have 
been faced, finding that the management and the matrix of risks and 
unforeseen events In the road infrastructure in Colombia has undergone 
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major and innovative regulatory changes that reduce cost overruns which 
require greater compliance in the execution of projects for the contractor, 
even so, there are omissions that bring as consequences cost overruns in the 










En las diferentes etapas de un proyecto, desde su planeación, selección, 
adjudicación, contratación y ejecución, se debe contar con herramientas que 
conlleven a una identificación anticipada, oportuna y eficiente de los riesgos 
e imprevistos que pueden llegar a presentar efectos negativos en el mismo, 
por lo que se precisa contar con una documentación investigativa veraz y 
profesional sobre las características de los posibles riegos e imprevistos, 
causas y consecuencias, acciones o planes de contingencia para prevenirlos, 
evitarlos o mitigarlos, mediante un análisis de tipo cualitativo que tenga como 
propósito contar con información clave y oportuna para que los responsables 
del proyecto y su equipo de obra se enfoquen en los riesgos de prioridad y se 
evite llegar a la incertidumbre o a consecuencias negativas de mayor 
envergadura.  
 
Las Entidades Estatales por disposición legal deben observar los manuales y 
guías que para el efecto expida la Agencia de Contratación Pública (en 
adelante Colombia Compra Eficiente), agencia que en su Manual para 
identificación y cobertura del riesgo en los procesos de contratación define el 
riesgo “como cualquier evento que puede generar efectos adversos y de 
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distinta magnitud en el logro de los objetivos del Proceso de Contratación o 
en la ejecución de un Contrato” (Decreto 1082 de 2015, art. 2.2.1.1.1.1.1), es 
por ello que se ha difundido la metodología a aplicar en materia de riesgos 
dentro del proceso de gestión del riesgo contractual, en cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 2.2.1.2.5.2 del Decreto 1082 de 2015. 
 
De acuerdo con lo anterior, el presente artículo busca, mediante la 
metodología de tipo descriptivo, bajo el método cualitativo de revisión 
documental y normativa, establecer a través de la reflexión y análisis la 
evolución y aplicación de la matriz de riesgo en la contratación pública, y a su 
vez la incidencia en los imprevistos en obras de infraestructura vial en 
Colombia, para lo cual se analizan los requerimientos contemplados en el 
Manual para la identificación y cobertura del riesgo en los procesos de 
contratación, publicado por Colombia Compra Eficiente (2016), manual en el 
que se recuerda a las Entidades Estatales, al momento de realizar contratos 
de cualquier índole para prestación de bienes y servicios, o para ejecución 
de obras de infraestructura, la obligación que tienen en cualquier etapa 
contractual, sea en la de planeación, selección, contratación, ejecución o 
cumplimiento de garantías del contrato, de diseñar, elaborar y exigir la 
implementación de la matriz del riesgo, en la cual se encuentren estipulados 
todos los riesgos identificados del proceso de contratación, en la que se 
incluye su “Clasificación, la probabilidad de ocurrencia estimada, su impacto, 
la parte que debe asumir el riesgo, los tratamientos que se pueden realizar y 
Las características del monitoreo más adecuado para adminístralo” 
(Colombia Compra Eficiente, 2016). 
 
De igual forma, y para lograr el objetivo principal del presente artículo, como 
es el de establecer la evolución, aplicación de la matriz de riesgo en la 
contratación pública y su incidencia en los imprevistos en obras de 
infraestructura vial en Colombia, también se hace indispensable realizar un 
análisis documental desde la posición de diferentes autores, documentos 
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normativos e investigativos, sobre los principales riesgos e imprevistos que 
se presentan en las diferentes etapas del proceso de contratación de 
infraestructura vial en Colombia, y de la forma como se han afrontado estos 
imprevistos para poder determinar si se cumple con las directrices 
contempladas en la matriz de riesgo de la contratación pública, o si, por el 
contrario, se han presentado omisiones que traen como consecuencia el 
detrimento del presupuesto público o baja calidad en las obras viales, cuyo 
daño colateral frente a un siniestro o accidente que pudo ser previsible se 
verá reflejado en los ciudadanos que utilizan dichas obras, por lo que se 
precisa anticiparlos y superarlos mediante un monitoreo constante y planes 
de contingencia, como lo señala la misma matriz del riesgo de la contratación 
pública en Colombia. 
 
 
1. DE LA GESTIÓN DEL RIESGO A LA MATRIZ DE RIESGO EN LA 
CONTRATACIÓN PÚBLICA Y LOS IMPREVISTOS EN LA 
INFRAESTRUCTURA VIAL 
 
Al realizar una revisión de los antecedentes investigativos con respecto al 
tema objeto de estudio, sobre la clasificación de los riesgos en la 
contratación pública y los imprevistos en la infraestructura vial, se encontró el 
trabajo de OVIEDO (2016), en el cual se hace una descripción de los riesgos e 
imprevistos que pueden llegar a presentarse en una obra de infraestructura 
vial, donde de igual manera se muestran los conceptos y definiciones más 
importantes dentro de un proyecto de esta clase, y los planes de 
contingencia que deben aplicarse mediante una matriz de riegos y de 
contingencia para superarlos.  
 
En el trabajo en mención se puede leer que “Mediante la implementación de 
una adecuada gestión de riesgos se establecen un conjunto de acciones 
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como respuesta a los riesgos identificados e impactos importantes para el 
desarrollo del proyecto” (OVIEDO, 2016, p. 3). 
 
De otra parte, se encontró en el documento institucional Metodología, 
valoración y seguimiento del riesgos en contratos estatales, elaborado por la 
Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional junto a la 
Subdirección del Riesgo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público de 
Colombia (2011) los cinco pasos que se homologan en las etapas e 
instrumentos del proceso de Gestión del Riesgo Contractual, el cual 
propende por la identificación, valoración y mitigación del riesgo que pueda 
afectar los resultados esperados con la contratación adelantada por las 
entidades estatales, e incorporado al esquema metodológico presentado por 
Colombia Compra Eficiente (2016) para la administración de riesgos en los 
procesos de contratación estatal, proceso que se entiende como el “Conjunto 
de actos, actividades y su secuencia, adelantadas por la Entidad Estatal 
desde la planeación hasta el vencimiento de las garantías de calidad, 
estabilidad y mantenimiento, las condiciones de disposición final o 
recuperación ambiental de las obras y bienes o el vencimiento del plazo, lo 
que ocurra más tarde” (Decreto 1082 de 2015, art. 2.2.1.1.2.4.3.), y para lo 
cual deben tenerse en cuenta los siguientes cuatro pasos: 
 
a) Identificación y clasificación de los riesgos, que radica en poder 
determinar los eventos o circunstancias que pueden constituir riesgos 
para el proceso de contratación, los cuales pueden involucrar distintas 
áreas, aspectos o variables dependiendo de la necesidad y el entorno 
de la entidad estatal, de ahí la importancia de contar en materia de 
contratación con equipos multidisciplinarios que aporten su 
conocimiento, experiencia e idoneidad, para identificar y mitigar los 
posibles riesgos a enfrentar, según cada caso, para lo cual se pueden 
utilizar herramientas de recolección de información como encuestas, 
7 
 
entrevistas, paneles, la matriz DOFA, o investigaciones de riesgos 
realizadas por otras entidades públicas. 
 
b) Evaluación del riesgo mediante una calificación de impacto y 
probabilidad; este es uno de los pasos más importantes al momento 
de priorizar la asignación de recursos humanos, económicos, con 
acciones para la atención o seguimiento de los asuntos de mayor 
interés en la ejecución del contrato.  
 
c) Asignar responsables y tratamiento del riesgo, el que proviene 
después de establecer los resultados que se obtengan de calificar el 
impacto y la probabilidad, los cuales permiten identificar los grados de 
prioridad de cada riesgo y sirven de base para adoptar el tratamiento a 
implementar ya sea evitando, transfiriendo o aceptando el riesgo, o 
mediante acciones para reducirlo o minimizar sus consecuencias. 
 
d) Monitorear y revisar la gestión del riesgo, paso que tiene como 
principal finalidad el seguimiento y actualización periódica de los 
riesgos, proceso que en primera instancia debe estar en cabeza del 
responsable del riesgo, y posteriormente verificable por auditorías 
internas o externas. Debe tenerse en cuenta que, si en el transcurso 
de la revisión del riesgo se detecta la necesidad de llevar a cabo 
alguna modificación, ajuste o cambio, tanto a la matriz como al plan de 
tratamiento del riesgo, esta deberá documentarse. 
 
Sumado a lo anterior, en la línea de evolución de riesgos e imprevistos en la 
contratación estatal de infraestructura vial, el documento investigativo 
Gestión de riesgos en proyectos de infraestructura, escrito por MARSH, LCC 
(2014), al mencionar que las obras públicas y de ingeniería civil en 
infraestructura se ejecutan con base en normas legales de contratación que 
conciben un contrato entre la parte contratante y dominante, que es el 
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Estado, y otra contratista que es particular o civil, le genera responsabilidad 
contractual a ambas, por lo tanto se deben analizar, prever y contar con las 
herramientas para gestionar los riesgos e imprevistos que se presenten 
dentro de esta responsabilidad, ya que un proyecto como elemento de una 
política, programa o plan gubernamental, se constituye como “Un paquete de 
inversiones, insumos y actividades, diseñado con el fin de lograr uno o más 
productos y beneficios con el objetivo de lograr un desarrollo social” (MARSH, 
LCC, 2014, p. 18). 
 
De acuerdo a lo anterior, es indispensable especificar las principales 
características de una obra de infraestructura vial, lo cual requiere centrarse 
en las características comunes y específicas, como menciona PALACIO 
(2008), con el propósito de identificar fácilmente los riesgos asociados a cada 
etapa del ciclo del proyecto, que permitirán además establecer análisis 
(político, económico, social, tecnológico, ambiental y legal) que 
complementan los informes finales de ingeniería, que se convierten en un 
insumo valioso para los análisis de tipo competitivo dentro del desarrollo 
económico de una región, y en general de todo un país. 
 
Por su parte, en el documento publicado por Colombia Compra eficiente, 
(2016) bajo el título Manual para la identificación y cobertura del riesgo en los 
procesos de contratación, se identifican y caracterizan los riesgos más 
predominantes en la contratación estatal desde su evolución normativa. Así 
como se muestra de forma detallada, didáctica en los procesos para la 
estructura, la administración de riesgos y documentos que se deben incluir 
en los procesos de contratación para las audiencias de asignación de 
riesgos, también se encuentra una síntesis de alta relevancia sobre los 
cuatro pasos expuestos anteriormente, pero reestructurados a las nuevas 




En cuanto a la normativa colombiana en lo que respecta a la evolución de los 
riesgos en la contratación estatal, frente a los imprevistos en contratos de 
infraestructura vial, se encuentra de acuerdo con el Manual para la 
identificación y cobertura del riesgo en los procesos de contratación, 
(Colombia Compra Eficiente, 2016), que el “artículo 4° de la Ley 1150 de 
2007 establece que la Entidad Estatal debe incluir la estimación, tipificación y 
asignación de los riesgos previsibles involucrados en la contratación” (p. 7-
11) en los pliegos de condiciones o su equivalente.  
 
Es así que de acuerdo con este postulado el Gobierno Nacional, al otorgar 
funciones a la subdirección de Negocios de Colombia Compra Eficiente 
(2016), ordenó implementar una serie de medidas y herramientas necesarias 
para la oportuna y eficaz identificación de los riesgos y su cobertura en la 
contratación pública. 
 
Al hablar del tema que ocupa el presente escrito, como es el del riesgo en 
obras de infraestructura y adquisiciones públicas, se encuentra, como 
definen DIMITRI, PIGA y ESPAGNOLO (2006), que el riesgo es definido como 
aquellos eventos previsibles y no previsibles que pueden afectar la 
planeación y ejecución contractual cuya ocurrencia no puede ser 
pronosticada de una forma puntual por las partes involucradas en el proceso 
de contratación, por lo que, teniendo en cuenta esta definición, se fija como 
uno de los principales objetivos de la contratación pública la conducción del 
riesgo en los procesos, el cual debe abarcar un manejo adecuado desde la 
planeación, hasta el vencimiento de plazos o de las garantías en calidad y 
disposición final del bien en conformidad con lo estipulado en el contrato 
pactado por las partes, “y no solamente la tipificación, estimación y 
asignación del riesgo que pueda alterar el equilibrio económico del contrato” 




De igual forma, la evolución y concepto del riesgo también ha sido 
contemplado en el Decreto 1510 de 2013, en el cual se define como “un 
evento que puede generar efectos adversos y de distinta magnitud en el 
logro de los objetivos del Proceso de Contratación o en la ejecución de un 
contrato” Además, su definición también se encuentra reglamentada en el 
Decreto antes mencionado (art. 2°), cuando determina que la Entidad Estatal 
como parte contratante está en la obligación de evaluar el riesgo que el 
“Proceso de Contratación representa para el cumplimiento de sus metas y 
objetivos, de acuerdo con los manuales y guías que para el efecto expida 
Colombia Compra Eficiente”. 
 
Como se puede observar, la evolución del concepto normativo de riesgo, y la 
incorporación de la matriz de riesgo en la contratación pública frente a los 
imprevistos en las obras de infraestructura como parte de esta misma 
contratación con el Estado, se encuentra reglado en la Ley 1082 de 2015 en 
lo que respecta al riesgo previsible, resaltando su trascendencia derivada de 
las normas que se han mencionado, como son la Ley 1150 de 2007 y el 
Decreto 4170 de 2011, dando como resultado el requisito de presentar un 
formato de matriz de riesgo en la cual se determinan los lineamientos y 
principios metodológicos de manejo, en la gestión de Riesgos en el Proceso 
de Contratación de bienes y servicios, junto a obras de infraestructura vial y 
civil en la que se incorpora las directrices del Documento CONPES 3714 de 
2015. 
 
2. EVOLUCIÓN DEL RIESGO EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
Para desarrollar el tema sobre la evolución de la matriz de riesgo en 
contratación pública frente a los imprevistos en la infraestructura vial en 
Colombia, resulta perentorio ilustrar una aproximación a los antecedentes 
históricos del tema, para lo cual puede decirse que durante el siglo XIX, y 
mediados del siglo XX, la contratación de obras de infraestructura vial se 
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realizaba mediante las secretarías de obras públicas departamentales y 
municipales, quienes manejaban directamente el recurso humano, financiero, 
de maquinaria para la ejecución de los proyectos.  
 
Más adelante, con la globalización en materia política y económica del país, 
el Estado comenzó a descentralizar el monopolio de servicios y obras 
públicas contratando con particulares el avance de estos proyectos de 
desarrollo social y económico, con lo cual se va dando origen a los 
postulados de la evolución de los riesgos en la contratación pública, 
obligando a las entidades estatales a “tener un marco regulatorio que mejore 
la estructuración de los proyectos, con el fin de lograr una buena definición, 
asignación y revisión de los riesgos y evitar al máximo los sobrecostos, 
retrasos o incluso cancelaciones de proyectos bajo esta metodología. 
(CARDONA y ORTIZ, 2017, p. 19). 
 
Al hacer un recorrido histórico sobre la evolución normativa del riesgo, se 
encuentra que la primera noción al respecto se dio en Colombia con la 
expedición del Código del Comercio (Decreto 410 de 1971), que por primera 
vez definió el riesgo como el acontecimiento o suceso incierto que no 
depende de la voluntad del tomador o beneficiario del seguro (art. 1054), 
concepto que sirve de referencia para comparar la noción del riesgo aplicable 
al tema sujeto de estudio del que se ocupa el presente artículo, por el cual se 
puede definir como un hecho futuro e incierto que no está sujeto a la 
voluntad de una de las partes contractuales, y que de ocurrir afecta a este 
económicamente (autor), definición que puede ser tomada como un concepto 
general y no como su significado estricto en materia de contratación pública 
para aplicarlo como riesgo previsible, término que se encuentra más concreto 
para este caso en el documento CONPES 3714 de 2011, que lo define como 
“una medida de variabilidad de resultados posibles que pueden esperarse 




Continuando con el tema sobre la evolución del concepto de riesgo aplicado 
a la contratación estatal, debe mencionarse que para el caso de contrato de 
infraestructura vial no aparece en la normativa colombiana una 
reglamentación específica que pueda aplicarse a este sector del transporte, 
como es el de las obras viales, pero debe resaltarse que en los documentos 
CONPES de la historia reciente (3107 y 3133 de 2001, y 3714 de 2012) sí 
aparece una evolución normativa aplicable del riesgo previsible para este tipo 
de contratos, por lo que es preciso identificar y estimar el riesgo desde otras 
normas para entender su inducción cronológica a partir de estas, y hasta 
llegar a la evolución de la matriz de riesgo que se aplica en la actualidad para 
los contratos de infraestructura vial en el marco normativo colombiano, como 
son las Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007, 1508 de 2012, y los Decretos 
reglamentarios en lo que respecta a la evolución del riego previsible, así 
como también los documentos CONPES 3107 y 3133 de 2001, y 3714 de 
2012. 
 
Como primera medida, resulta primordial hacer mención a la Ley 80 de 1993 
(Estatuto de Contratación en Colombia), y aunque no trata el tema de riesgo 
de manera específica, sí reglamenta importantes aspectos que tienen que 
ver directamente con sus consecuencias para las partes del contrato. 
 
Debe mencionarse que antes de la Ley 80 de 1993, en lo concerniente a la 
reglamentación contractual en Colombia, esta se regía por lo estipulado en el 
Decreto 222 de 1983, pero es a partir de la Ley 80 cuando se le da la debida 
importancia a los particulares como colaboradores de la administración, 
garantizando sus derechos e intereses, lo cual bajo la interpretación del 
artículo 95 de la Constitución de Colombia, hace referencia que los 
particulares solo están obligados a soportar las cargas legales que los obliga, 
argumento que tiene relación con el fundamento según el cual están 
obligados a cumplir con los deberes contractuales y responsabilidades 
contraídas ajustadas a la ley, y por otro lado, al hacer referencia a las 
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entidades públicas, determina que estas tienen la obligación de mantener la 
ejecución de los contratos propuestos en sus condiciones técnicas, 
económicas y financieras. 
 
Sumado a lo anterior, la Ley 80 de 1993 establece que los contratistas dentro 
de sus derechos y deberes tienen el derecho de recibir de la entidad 
contratante la remuneración por el contrato ejecutado, y que esta no se 
modifique mientras el contrato se encuentre vigente; de igual forma estipula 
la norma en mención que los contratistas pueden solicitar el restablecimiento 
del equilibrio económico hasta el punto de no pérdida, cuando por ocasiones 
de un riesgo ajeno a la voluntad se vea menoscabado su patrimonio, cuando 
esto acontece como consecuencia de la acción u omisión de la entidad 
contratante, lo anterior en cumplimiento de lo que estipulan los artículos 90 y 
95 de la Constitución colombiana en lo que respecta a la responsabilidad del 
Estado en sus actuaciones. 
 
En materia contractual la Ley 80 de 1993 le da la relevancia a los principios y 
fundamentos que rigen la función administrativa, como son el de 
transferencia, el de economía y el de responsabilidad en todo los contratos 
en los cuales las entidades del Estado sea la parte contratante, y en virtud de 
la aplicación de estos principios exige la realización de estudios previos 
suficientes y completos con el fin de tener fundamentos sólidos para la 
contratación a realizarse, y que en esta no se presente eventos previsibles 
que afecten el desarrollo del objeto de este.  
 
Lo importante de lo antes mencionado, y en especial cuando se habla del 
principio de economía que exige la Ley 80 de 1993 al momento de 
desarrollar un contrato por parte de una entidad pública con particulares, se 
presenta al establecer que las obligaciones contraídas por las partes al 
momento de contratar deben mantenerse en la vigencia del contrato y que, 
de no ser así, se debe exigir el restablecimiento de dichas obligaciones, lo 
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cual no es otra cosa que la puerta de entrada a lo que luego de definirá como 
distribución del riesgo para las partes del contrato, lo que hace ver que la 
denominada innovación del riego ya se encontraba estipulada en la Ley 80 
de 1993, y que su origen no se da solo a partir de la entrada en vigencia de 
la Ley 1150 de 2007, como un avance legislativo, sino que esta ley (1150 de 
2007) más bien le brindó claridad conceptual y una manifestación real del 
término previsible, que se aplica desde su promulgación y como respuesta a 
los errores y cantidad de demandas contra el Estado como consecuencia de 
la falta de aplicación o desconocimiento de la distribución del riesgo por parte 
de las entidades públicas que plantea la Ley 80 de 1993. 
 
Continuando con el análisis de la evolución normativa del concepto del 
riesgo, se encuentra la Ley 1150 de 2007, con la cual se dio mayor 
relevancia al tema de riesgo previsible, a la audiencia de riesgo y a la misma 
incorporación del riesgo en los contratos estatales como norma aplicable, 
puesto que, como se vio en la legislación anterior, en materia contractual en 
Colombia no se hablaba estrictamente del riesgo como fundamento de los 
procesos de contratación por parte de las entidades públicas. 
 
De igual forma, debe mencionarse que el tema de riesgo previsible y 
distribución del riesgo, en lo que respecta a contratos de infraestructura vial, 
tiene su origen normativo en el Decreto 423 de 2001 y los documentos 
CONPES 3107 y 3133 de 2001, que se ocupan de la materia en donde se 
aplicaban los parámetros y fundamentos previstos en la Ley 80 de 1993 en 
donde, como se ha mencionado, el concepto de riesgo se manejaba de 
forma particular en cada contrato dependiendo de su objeto y de las 
obligaciones estipuladas en el mismo para cada una de las partes. 
 
Analizando la Ley 1150 de 2007, se puede apreciar que es mediante esta ley 
que se da una verdadera y eficaz inclusión de los riesgos como parte 
fundamental en materia contractual estatal, y se especifica una total 
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evaluación a la aplicación del principio de planeación en los procesos de 
selección y ejecución por parte de las entidades públicas. 
 
Al incluirse la audiencia de riesgo en la Ley 1150 de 2007 queda en 
entredicho que los estudios previos y la planeación, promulgados por la Ley 
80 de 1993, no se aplicaban con la eficacia y regulación necesaria, y como 
consecuencia de esas falencias el legislador se vio en la necesidad de incluir 
de manera específica normas que incluyeran y estudiaran los eventos del 
riesgo que pueden acontecer en el contrato estatal, y que sirvieran como 
desarrollo al principio de planeación para una rigurosa aplicación, en 
atención a lo planteado en la jurisprudencia del Consejo del Estado (1992), 
en la cual definen de manera clara los conceptos de riesgo previsibles, 
repartición del riesgo, y estimación y tipificación de estos en el contrato 
estatal. 
 
Es importante anotar que mediante la Ley 1150 de 2007 se impone al 
contratista efectuar una adecuada revisión de los riegos previsible que debió 
realizar la entidad que contrata, para así evitar eventos futuros que 
entorpezcan el desarrollo y ejecución de las obras contratadas y los 
sobrecostos que esto conlleva. 
 
Otro punto importante que introduce la Ley 1150 de 2007 consiste en que 
exige a la entidad pública contratante establecer los riesgos previsibles, así 
como también identificarlos, cuantificarlos y distribuir las obligaciones sobre 
estos riegos en el pliego de condiciones, pues, de no realizarse 
adecuadamente y de presentarse eventos de peligro, amenaza o la 
necesidad de aplicar contingencias previsibles, se deberá aplicar el 
restablecimiento de la ecuación económica en favor del contratista. 
 
De igual forma, es importante anotar que en la Ley en mención (Ley 1508 de 
2012) se enuncia por primera vez de forma normativa el concepto y 
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directrices de la matriz de riesgo asociados al proyecto (art. 11), 
especificando que es deber del contratista analizar los riesgos asociados al 
proyecto presentado por la entidad contratante, y presentar una propuesta 
que contenga la distribución del riesgo y sus planes de contemplación en 
caso de que ocurra. 
 
No menos importante para el análisis de la evaluación del riesgo en la 
normatividad contractual en Colombia resultan los Decretos 2474 de 2008 y 
2025 de 2009, normas que especifican nuevos avances con respecto a los 
requerimientos para la regulación y tipificación del riesgo previsibles, y cómo 
deben ser aplicados por las entidades públicas. 
 
Lo reglamentado en los Decretos en mención fue derogado por el Decreto 
734 de 2012, con el cual se reglamentó la Ley 80 de 1993, y se hicieron 
algunas modificaciones al articulado en este estatuto de contratación estatal. 
 
Resulta importante aclarar que el Decreto 2474 de 2008 fue el que 
reglamentó la Ley 1150 de 2007; este decreto especificó en el artículo 3° que 
todos los estudios y documentos previos que se desarrollen con fundamento 
al principio de economía estipulado por la Ley 80 de 1993 debían contener la 
distribución de riesgo previsible presentado por la entidad contratante, 
soportes de tipificación y asignación de riesgo previsible que deben 
entregarse a los proponentes, mediante un modelo financiero separado para 
que sean incluidos en los presupuestos de la oferta del contrato, o para que 
realice estudios independientes a fin de tipificar y calificar los riesgos que le 
pueden ser atribuidos al contrato, con el propósito de que pueda 
cuantificarlos, estimarlo y elaborar planes de contingencia en la eventualidad 
que se presente. 
 
Continuando con el tema de la evaluación del riesgo en los contratos 
estatales, de acuerdo con la normatividad en Colombia, se encuentra la Ley 
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1508 de 2012, con la cual se creó un marco regulatorio para las 
Asociaciones Públicas Privadas o APP, aplicable a los contratos de 
infraestructura vial; esta norma en su artículo 1° hace referencia a la 
transferencia del riesgo entre quienes suscriben el contrato público, haciendo 
énfasis en que los riesgos previsibles deben ser parte fundamental dentro de 
las directrices de contrato estatal en las cuales deben quedar expreso, como 
un principio general de la APP, la distribución y aplicación del riegos para 
cada una de las partes que intervienen en el contrato de acuerdo con los 
criterio de los documentos CONPES 3714 de 2012, asignándole mayor 
obligación a la parte que esté en mejor condición de administrar y mitigar el 
riego, y contener el impacto que pueda generar en las diferentes etapas de 
ejecución del proyecto u obra de infraestructura. 
 
3. APLICACIÓN DE LA MATRIZ DE RIESGO EN CONTRATOS DE 
INFRAESTRUCTURA VIAL 
 
Al analizarse la aplicación de la evolución del riesgo en los contratos de 
infraestructura vial, se encuentra que entre los años 1994 y 2001, con los 
denominados contratos viales de la primera generación, en Colombia se 
presentaron dificultades desde la estructuración y planeación del proyecto, 
evidenciando la falta de estudios, diseños y análisis previos sobre los 
riesgos, los cuales se debieron haber realizado.  
 
Como lo expresan ACOSTA, ROZAS y SILVA (2018), se presentaron riesgos 
predecibles como dificultad en la compra e incorporación de predios 
necesarios para el desarrollo del trazado de vía planteado, generaron 
grandes retrasos en los inicios, desacuerdos con las comunidades y 
contratiempos con las licencias ambientales, riesgos e imprevistos que no 
fueron debidamente diligenciados en la matriz de riego de la contratación 
pública en infraestructura vial, y que produjeron grandes retrasos en la 
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ejecución y entrega de los proyectos, generando además compensaciones 
excesivas al contratante privado, aumentando el costo inicial del proyecto. 
 
Más adelante, en los proyectos de contratación pública de segunda 
generación entre los años 2001 y 2004, la aplicación de planes de gestión e 
implementación de matriz de riesgo produjeron avances en la planeación, 
adjudicación y ejecución de los proyectos. De acuerdo con el CONPES 
(DNP, 2004), “se caracterizó por realizar un mayor énfasis en la 
redistribución de los riesgos, con el fin de mejorar la eficiencia en la 
construcción” (CÁRDENAS, GAVIRIA y MELÉNDEZ, 2005, p. 14). 
 
Como se puede observar, en estos contratos públicos de infraestructura vial 
se presentaron grandes avances en materia de mayor trasparencia en las 
etapas de licitación, planeación y adjudicación, los contratos contemplaron 
mayor complejidad y una clasificación, tipificación y asignación de riesgos de 
forma más estructurada, que contó con estudios y fuentes de estudios, 
preliminares garantías de plazo limitada, lo cual se vio reflejado en el 
cumplimiento de las entregas de los proyectos y menores sobrecostos. 
 
Ya para los contratos estatales de infraestructura vial de la tercera 
generación, el Gobierno Nacional continuó implementando la matriz de 
riesgos, y mediante la aplicación del documento CONPES 3107 (DNP, 2001) 
se actualiza la política de riesgo contractual del Estado para procesos de 
participación privada en infraestructura, con el fin de tener una asignación 
adecuada que permitiera minimizar los costos. Sumado a lo anterior, se 
pretendió que el Gobierno tuviera claridad expresa sobre el manejo de los 
planes de contingencia de riesgos y los sobrecostos que esto generaba. 
 
Al finalizar con los contratos estatales de infraestructura vial de cuarta 
generación se implementa mayor exigencia en cuanto al tema de los riegos e 
imprevistos, se realizan con mayor iniciativa los estudios previos para la 
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planeación del proyecto antes de ser adjudicado y ejecutado, y para contar 
con planes de contingencia frente a posibles riesgos presentados y su 
mitigación con el menor impacto negativo (BENAVIDES, 2009, p. 31). 
 
Con esta medida se buscó reducir los sobrecostos teniendo una matriz de 
riesgos ya aplicada, y las especificaciones cualitativas y monetarias 
especificadas por tipo y fuente de riesgo, así como del impacto que pudiese 
presentar, y el plan de contingencia y monitoreo especificado desde las 
primeras etapas del contrato estatal de infraestructura vial, además se exige 
que el fondo de contingencias será el que cubra la garantía parcial de los 
recursos adicionales por los sobrecostos en los riesgos asumidos o 
compartidos entre el Estado y el privado, con lo cual se brinda mayor 




Mediante el recorrido de indagación e investigativo que se realizó frente a 
este tema de contratación estatal, llama la atención desde el punto de vista 
jurídico hacer una serie de cuestionamientos que permitan reflexionar sobre 
el papel que desempeñan los diversos medios de control, que hoy tiene 
nuestro país, establecidos en la Constitución de 1991, de los cuales a través 
de su actuación administrativa se ejercen acciones de verificación a los actos 
y hechos de la administración pública que consideren quebrantan la legalidad 
del orden jurídico. 
 
Día tras día se crean normas, decretos, jurisprudencia, pronunciamientos o 
doctrinas de personas que estudian temas de contratación, y que han 
evaluado la matriz de riesgo dentro de los contratos de infraestructura vial en 
Colombia; es así que se observa un gran avance del tema en los últimos 
años, lo cual ha permitido un mejor control y castigando a una de las partes, 
haciéndole mejoras a dicha matriz; pero que al final no logran darle la 
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importancia que tiene, puesto que esta herramienta está siendo mal utilizada, 
o mejor digamos que la están inutilizando, porque tal parece que solo la usan 
superficialmente para cumplir el lleno de los requisitos a fin de poder 
contratar con el Estado, no viendo que si se pone en práctica la matriz de 
riesgo adecuadamente en la contratación pública podemos evitar un 
detrimento patrimonial donde Colombia se ahorraría no solamente mucho 
dinero, sino un desgaste jurisdiccional en la justicia, porque con la mala 
ejecución que se da al calcular los riesgos previstos e imprevistos se puede 
terminar activando el aparato judicial. 
 
Teniendo en cuenta que en materia de contratación estatal lo que prima es el 
interés general, vale la pena preguntarnos si al momento de asumir 
responsabilidades desde las etapas, licitatorias hasta la etapa de la ejecución 
de los contratos, la procuraduría, la contraloría, las veedurías hacen la 
evaluación correspondiente con personas capacitadas en la matriz de riesgo, 
y qué hacen desde el punto de vista del seguimiento hasta buscar 
corresponsabilidad tanto del contratista como del Estado, porque se 
considera que por falta de conocimiento en la matriz de riesgo los 
funcionarios no son idóneos, y por eso pasan por alto la importancia que 
desempeña la matriz de riesgo en los contratos de infraestructura. 
 
En cuanto a los contratos estatales sabemos que son factor crucial para la 
economía de un país, siendo anhelados por muchos contratistas, oferentes y 
demás, por las sumas que el gobierno ha venido inyectando en temas de 
infraestructura, tomando un auge en los últimos 10 años donde de esta 
manera ha hecho crecer la industria de la construcción, conllevando al 
desarrollo jurídico contractual en temas de infraestructura frente al 
contratista-Estado.  
 
En Colombia, si bien es cierto la contratación no es nada nuevo, sí ha ido en 
constante cambio, tanto así que han surgido nuevas normas para contratar 
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buscando cumplir con los fines esenciales del Estado. Su legislación desde 
un punto de vista personal comenzó a darle forma a la contratación a través 
de la concesión de obras públicas y viales, y fue después del año 2000 
donde realmente se crea normatividad y se profundiza más en los contratos 
de concesión de infraestructura vial, tal como lo hemos visto en el origen de 
la contratación. 
 
Las diferentes entidades estatales, a fin de reducir su exposición al riesgo en 
la contratación estatal y evitar litigios, sobrecostos, liquidaciones anticipadas, 
la no ejecución de la obra, consiguió con la Ley 1150 de 2007 brindar un 
concepto más profundo del riesgo, como causal de los litigios entre 
administración y contratista, donde se ordenó a las partes del contrato, en 
cabeza de la administración, ponerse de acuerdo para hablar de los riesgos, 
dando como directriz que los riesgos se deben identificar, cuantificar y 
asignar para encontrar un responsable, evitando así que la matriz de riesgo 
sea un simple formalismo, y obligando a las partes a realizar un exhaustivo 
estudio del riesgo previsible, regulando sus efectos en el contrato, y de no 
hacerlo, cada uno respondería por su propia negligencia, aunque esto a 
través de la ley en la práctica no funciona adecuadamente. 
 
La Ley 1150 del 2007 se volvió una piedra en el zapato para la 
administración y los contratistas, señalando que la matriz de riesgo es crucial 
para contratar, y que se debe tener en cuenta que es un cumplimento al 
principio de planeación y transparencia que busca corregir errores del 
pasado. 
 
Como síntesis de la definición de riesgo, se puede establecer que en toda 
operación, programación y desarrollo de cualquier actividad a futuro, se le 
tendrá siempre que conceder un margen de tolerancia, consecuencia 
innegable de que cualquier empresa programada a desarrollar a futuro, o en 
tiempo posterior, ingresa al campo de las suposiciones y en este aspecto 
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cualquier suposición es posible; lo único seguro de una suposición es lo que 
no se supone. Habrá siempre motivos y circunstancias que determinarán las 
fallas y consecuencias que siempre impidan dar el cumplimiento real y 
exacto, como en principio se pacte entre los contratantes.  
 
En grandes obras de infraestructura vial se tendrán causas climáticas, 
escases de materiales, demoras en los desembolsos de presupuesto por 
estar estos dineros sujetos a actuaciones de terceros que no cumplieron por 
motivos ajenos a su voluntad; serán muchas razones que al ocurrir se 
descarta la mala fe, y se deben agotar campos jurídicos, llevadas a cabo 
obligatoriamente y se tendrán que dirimir en instancias jurídicas, 
administrativas, políticas y sociales. 
 
Pese a la evolución en la implementación de la matriz de riesgo en la 
contratación pública, y la gestión de imprevistos en la infraestructura vial en 
Colombia, se continúan presentando problemas en la ejecución y entrega de 
estos proyectos de importancia nacional, los cuales tienen que ver 
principalmente con adiciones presupuestales, retrasos en la ejecución del 
contrato, materiales de baja calidad, riesgos e imprevistos en garantías, 
financiación, desastres naturales, entre otros, los cuales evidencian que no 
se aplica de manera eficaz la matriz del riesgo en la etapas de la 
contratación. 
 
Como se pudo observar a lo largo del presente análisis de la evaluación del 
riesgo en Colombia desde su desarrollo normativo, el riesgo previsible ha 
tomado una eficiente inclusión en las diferentes normas contractuales, pero 
ha existido un errado entendimiento por parte de las entidades públicas 
sobre la obligatoriedad de su requerimiento y aplicación en los contratos que 
realiza, desconociendo las obligaciones que tiene de acuerdo con lo que 
expresa la ley y la Constitución (1991), lo cual ha traído consecuencias que 
se ven reflejadas en el detrimento del presupuesto público por demandas y 
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sobrecostos atribuibles a las entidades contratantes, que incurren en la 
omisión de la estimación y tipificación de los riesgos en los pliegos de 





Como se pudo evidenciar en el desarrollo del presente artículo documental y 
reflexivo, las entidades representantes del señor Estado se encuentran en la 
obligación de incluir en los lineamientos previos del Proceso de Contratación 
Estatal los Riesgos que afecten de forma negativa la ejecución del contrato y 
el sobrecosto. 
 
De igual manera, todas las entidades estatales deben adelantar una 
audiencia de asignación de Riesgos en la cual debe presentar el análisis de 
Riesgos efectuado, y dar a conocer a los interesados la matriz incluida en los 
pliegos y revisar la asignación de los Riesgos, en donde se especifiquen con 
claridad sus tipos, consecuencias, clasificación, impactos, planes de 
contingencia y mitigación. 
 
Es importante resaltar, de acuerdo al análisis desarrollado, que con el fin de 
establecer el nivel de riesgo de un proyecto de contratación estatal y de 
infraestructura vial se tendrán en cuenta dos aspectos: la probabilidad de 
ocurrencia del riesgo e imprevistos, y el impacto de estos. 
 
Debe sintetizarse, entonces, que la contratación estatal en lo que se refiere a 
la evolución de la gestión de riesgos y la matriz de riesgos e imprevistos en la 
infraestructura vial en Colombia ha sufrido grandes e innovadoras 
modificaciones que han reducido los sobrecostos, y que exigen mayor 
cumplimiento en la ejecución de los proyectos para el contratista; dicha 
evolución debe apreciarse como favorable para el desarrollo del país y el 
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mejoramiento vial, los cuales han surgido como resultado de la experiencia 
del Gobierno Nacional, tanto en la estructuración contractual y financiera, 
como en la ejecución de los proyectos, las coyunturas económicas 
nacionales e internacionales, y los diferentes mecanismos que se han 
implementado para la evaluación, transferencia y mitigación y manejo de 
riesgos, en el cual se destaca lo reglado por el Decreto 1082 de 2015 y el 
documento CONPES 3714 de 2011. 
 
Para finalizar, quisiéramos dejar una inquietud que pueda abrirnos el camino 
para trabajar sobre este tema, ya que realmente encontramos que hay 
mucha tela por cortar, que no todo está dicho y que cada vez más el 
gobierno nacional está poniendo lupa sobre la contratación pública debido a 
los inconvenientes presentados en megaproyectos y en temas de 
concesiones viales, así como en proyectos de infraestructura tales como 
puentes y desarrollo urbanístico. Precisamente es el tema de preparación o 
práctica que deben tener los que influyen en la contratación pública y los 
entes encargados de velar por la optimización de los recursos públicos, así 
como los privados que se encargan de vigilar los proyectos y sus 
cumplimientos, puesto que ellos son inversionistas que creen en el desarrollo 
vial del país, que producen un impacto con la generación de empleos. 
 
Aunque la fiscalía ha creado una dependencia que se encarga de buscar 
responsabilidades penales por casos de contratación pública, no es 
suficiente si no se cuenta con el personal preparado en la ejecución de la 
matriz de riesgo, y aunque el gobierno a través de una comisión sólidamente 
convencida de que la forma ideal de ejecutar los proyectos cruciales es a 
través de la presentación de estudios y diseños avanzados de una buena 
estructuración, ha planteado que para consolidar instituciones con personal 
idóneo y experto en el tema de la matriz de riesgo puede demorar varios 
años en fortalecer dichas instituciones, y promover buenas prácticas para 
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